Carátula 
(Ingresan a Sala representantes del Plenario Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un placer para la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Senado recibir a esta delegación del 
Plenario Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas -supongo que habrá representantes no solo del interior, sino 
también de Montevideo-, a quienes le damos el uso de la palabra. 


SEÑOR HENAISE.- Nosotros somos los agradecidos por habernos dado una audiencia para que cada uno de nosotros, en nombre 
de las Instituciones que representamos, podamos plantear nuestros problemas. 


En el año 2003 se planteó en la Cámara de Representantes modificar el cálculo del Indice Medio de Salarios, el cual se hacía en 
base a los líquidos de los sueldos y a partir del 1% de enero, a través de la Ley N* 17.649, del 3 de junio de 2003, se resolvió que 
desde el 2004 se efectuara en base al nominal de los salarios. 


En ese período los jubilados fuimos afectados de dos maneras en forma negativa. Primero, al aplicarse el IRP, nuestras 
pasividades bajaron. Luego, se incluyó al IRP en el cálculo del Índice Medio de Salarios, lo que provocó que se bajara el porcentaje 
que hubiera correspondido si el cálculo se realizaba entre el nominal y los aportes, en cuyo caso se mantenía una paralela y no 
había ningún problema. Sin embargo, se incluyó el IRP y éste también se tomó en cuenta en el cálculo del Índice Medio de 
Salarios. 


Esto provocó que cuando entró en vigencia la Ley se iniciara un desfase que, como en el primer mes fue de 003%, lo tomamos en 
cuenta pero no consideramos que daba para hablar del tema. 


Sin embargo, a fines del primer semestre de 2004 ese desfase fue del 2,11%. Siguiendo esa trayectoria, al 1% de enero de este año 
-cuando se aplicó el ajuste- esa cifra llegó al 2,88%. Consideramos que se trata de cifras muy importantes para los jubilados - 
aunque en promedio el ajuste es de $ 150 para algunos, de $ 75 para otros, etcétera- porque no podemos perder ni un solo peso 
ya que nunca más lo recuperamos. El caso de los trabajadores en actividad es distinto porque sí tienen los medios necesarios y 
suficientes para presentarse. En cambio, los jubilados estamos como los que van a las puertas de las iglesias a pedir un pan. 
Nosotros no queremos pedir un pan; queremos que las leyes se apliquen como corresponde. 


En su momento, la Cámara de Representantes actuó con un sentido de hacer justicia pero no tomó en cuenta el período de 
transición que había entre dejar de aplicar un porcentaje y comenzar a aplicar el otro, lo que provocó el desfase a que hacía 
referencia. Fue entonces que nos comenzamos a movilizar y recordamos que en la Cámara de Representantes, cuando el hoy 
señor Senador Lara Gilene era Diputado, se presentó un proyecto que fue aprobado en Comisión por los tres partidos políticos que 
la integraban, es decir, el Nacional, el Colorado y el Frente Amplio. Pero ¿qué ocurrió luego? No tuvimos la suerte de que se 
considerara en el Plenario de la Cámara de Representantes. Cabe recordar que fue un año difícil para todos, especialmente para 
quienes se desempeñan en la política, porque se realizaron las elecciones internas y las nacionales por lo que nunca había tiempo. 
Si mal no recuerdo, hubo tiempo para rendir algunos homenajes -sin duda, muy merecidos- pero nunca lo hubo para los 600.000 
pasivos que están esperando. Incluso, el 15 de diciembre -que fue el último día de sesión-, pese a que los tres partidos firmaron 
una solicitud para considerar el tema como grave y urgente, no tuvimos la suerte de que se tratara -no queremos responsabilizar a 
nadie ni nos gusta dar nombres, pero el hecho ocurrió- porque cuando se fue a plantear, en lugar de 50 Representantes en Sala 
había sólo 43. 


Por eso no pudimos lograr en ese momento que se aprobara ese proyecto de ley. 


También quiero expresar que en diciembre de 2002 nos reunimos en la ciudad de Paysandú con la Federación del Interior -está 
presente en el día de hoy su Presidente que luego hará uso de la palabra- y advertimos acerca de lo que iba a ocurrir con esa 
modificación y con la aplicación del IRP. Les vamos a entregar una fotocopia también explicando este hecho. Esto lo elevamos al 
Poder Legislativo y al Poder Ejecutivo pero lamentablemente no se tuvieron en cuenta nuestras advertencias. Por eso no fue 
aplicado por el anterior Gobierno. 


Existió un compromiso, al cual podemos hacer mención porque se encuentra presente el ex-Ministro de Economía y Finanzas, 
señor Senador Alfie, por el cual se nos dijo que si salía la ley, en enero se iba a pagar. Pero, lamentablemente, en ese mes no salió 
la ley, por lo que el Gobierno no tuvo una norma para aplicar. Por lo tanto, nosotros seguimos navegando. 


Desde mayo del año pasado estamos ocupándonos de este tema. Siempre actuamos con la prudencia y el respeto que nos merece 
el Poder Legislativo; no tenemos nada contra nadie, al contrario, esta es la caja de resonancia que tenemos los habitantes del país 
y, por ello, venimos acá con total tranquilidad, sin hacer ruido, pero pidiendo por favor que tomen en serio este tema y logren 
solucionarlo. 


No se trata de una cuestión económica porque la Constitución, en su artículo 67, establece los recursos para el pago de 
pasividades. Es decir que no es problema si hay o no dinero, sino que nosotros nos vemos involuntariamente despojados por la 
actitud del Parlamento. 


Es importante contar con ese dinero, el cual es un monto insignificante, y siempre los aumentos van a ir sobre lo que cobramos. Y 
si bien hoy no tenemos aumento, no va a ir sobre ese monto; es una cosa natural. Entonces, lo que venimos a solicitar ahora, luego 
de terminados los problemas electorales, es ver si los señores Senadores pueden considerar el tema y, perdonando la expresión, 
"empujando" un poco nosotros. 


A la propuesta del proyecto de ley le plantearíamos una modificación en el artículo 2” que sería que entre en vigencia en el 2004 y 
se haga efectiva a partir de la promulgación por el Poder Ejecutivo. ¿Qué logramos con esto? Borrar todo lo que pueda ser una 


retroactividad desde el año pasado hasta la fecha de promulgación de la ley. De esta manera le estaríamos evitando un costo al 
Gobierno. 


Cuando hemos logrado que se aprueben leyes, nunca planteamos la retroactividad porque sabemos los problemas económicos 
que tiene tanto el Gobierno actual como el próximo porque nuestro país, lamentablemente, no tiene los recursos necesarios para 
todas sus obligaciones, las cuales son muchas. Por lo tanto, hacemos nuestro planteo de esta forma para no generar una deuda. 
Repito, entraría en vigencia una vez promulgada la ley para que el Poder Ejecutivo pueda actuar en consecuencia. 


No quiero extenderme más en el uso de la palabra pero quisiera expresar que en agosto del año pasado tuvimos la suerte de ser 
recibidos en esta Sala por la entonces Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social ya que pensamos que el tema al que 
hacíamos mención iba a ser tratado en el Senado, lo cual nunca ocurrió. Por eso habíamos abierto el paraguas, pero no llovió. Por 
tal motivo, en el día de hoy hemos venido a reunirnos con los señores Senadores para solicitarles, por favor, que el proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Lara Gilene sea tratado -y si es necesario, mejorado-, de manera que podamos recuperar ese 
2.88%. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ZANONIANI.- Hay un hecho que quizás es más difícil de enfrentar para nosotros, como dirigentes de los jubilados a los 
que estamos viendo todos los días. Creemos que se justifica plenamente que a los indigentes se les ayude con una colaboración 
de alrededor de $ 1.300, pero para el jubilado que ha trabajado y aportado y que se encuentra en esa difícil situación, no aparece 
nada. Estamos hablando de un 2,88% y días pasados nos decía un señor Senador que tenían que considerar los recursos. 
Nosotros nos preguntamos ¿hay que tratar los recursos para darnos un 2,88 % cuando se están dando otro tipo de bonificaciones? 
Reitero que consideramos que estas ayudas deben ser muy necesarias, pero cómo explicamos a esa masa de jubilados cuando 
nos preguntan: "¿Ustedes qué hacen? ¿Aceptan todo esto?" Cada día se hace más difícil enfrentar esa situación, cuando las 
asignaciones de los pasivos parecieran no estar siendo consideradas. 


No nos parece justificable que ese proyecto que presentaron los legisladores Lara Gilene y Blasina no haya tenido número cuando 
se trataba de la aprobación de un 2,88%. Si a nosotros se nos hace difícil de entender, quiero que los señores legisladores 
comprendan lo que debe ser trasmitir esto a esa masa de jubilados que pregunta por su aumento cuando no hay ninguna 
respuesta. Días pasados, en una reunión que mantuvimos con algunos señores Senadores, nos señalaron que si esto no se 
aprobaba por ley, se lo haría por decreto, porque era otro camino posible. Sin embargo, pasa un mes, pasan dos meses y no sale ni 
por ley ni por decreto. Vamos a un lado y al otro a plantear el problema y lo real es que llegamos de nuevo acá y no pasa nada; nos 
escucharon muy bien, nos quedamos muy conformes con la atención, pero en cuanto a la finalidad de lo que estamos 
pretendiendo, no tenemos ninguna contestación 


SEÑOR LARA GILENE.- Como primera reflexión quiero decir que, justamente, el proyecto de ley que se presentó en la Cámara de 
Representantes por el señor Representante Blasina -el cual acompañé- y que fue elaborado con el asesoramiento de algunos de 
los actuales Directores del Banco de Previsión Social, se hizo con la mejor voluntad de tratar de beneficiarlos y no de perjudicarlos. 
Quiero destacar esto porque esta iniciativa fue planteada por un compañero que integra la Cámara de Representantes, y porque 
así lo señalé también en ese ámbito. 


Lo que intentó hacer el Presidente de la Comisión, a quien acompañé, y al que también acompañó -aunque con salvedades- el 
señor representante Silvera, era tratar de beneficiarlos. Después, lo que pasó fue que cambiaron las reglas del juego y terminamos 
perjudicándolos con una pérdida de casi un 3% en el correr del año pasado. 


Creo que este es un tema distinto; acá no se está planteando un aumento, sino la regularización de una situación que, 
involuntariamente, y con la mejor buena intención, terminamos provocando en la Cámara de Representantes. Me parece que ese 
es el tema central. Además, estábamos en un momento bastante especial, como lo señaló el señor Henaise, ya que era plena 
campaña electoral y el último día faltaba un compañero en Sala para que el proyecto, que salió aprobado de la Comisión, tuviera el 
trámite de urgente consideración. 


Obviamente, no me voy a expresar con relación al proyecto de ley por la sencilla razón de que soy parte interesada en el tema y 
ello no corresponde, así como tampoco quiero -como se dice vulgarmente- "jugar para la tribuna" porque están los involucrados 
presentes, y se trata de un tema que despierta gran sensibilidad. 


Simplemente, voy a hacer una referencia puntual. Cuando este proyecto estuvo en la Comisión de Hacienda y fue convocado, no 
por este tema, sino por otro, el señor Ministro de Economía y Finanzas hizo una apreciación en cuanto a lo negativo que podía ser 
su aprobación. Obviamente, tengo la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Ministro, contador Astori, pero 
no es del caso entrar en eso ahora, pues lo que quiero decir es que, de aprobarse este proyecto de ley, tal como está hoy o con 
alguna modificación, el Poder Ejecutivo tiene la potestad de regular la situación a través de un decreto reglamentario, sin incurrir en 
la variante del Índice Medio de Salarios. En mi opinión, este es un tema central. 


Concretamente, lo que se está planteando es sobre el líquido nominal, y agregamos "u otro procedimiento". De modo que abrimos 
la cancha con un elemento que no figuraba en el proyecto anterior, porque puede surgir otro procedimiento. Tal como lo han dicho 
también distintas autoridades del Poder Ejecutivo, incluso el propio Presidente del Banco de Previsión Social el día que asumió su 
cargo manifestó que el mayor interés era contemplar a los que tenían menores ingresos. 


Eso se ha dicho de manera constante y, por supuesto, nosotros coincidimos. Es más, manejamos las cifras y podemos decir que 
hay 127.000 jubilados y pensionistas que no superan los $ 950 y 137.000 que no pasan los $ 1.800. 


Por lo tanto, lo que vamos a tratar de analizar en Comisión es de qué forma podemos solucionar una situación que se dio en el 
período anterior -sin ninguna mala voluntad-, sin perjudicar al Poder Ejecutivo, sobre todo teniendo en cuenta la situación que está 
atravesando el país con respecto al Banco de Previsión Social. Por cierto, los jubilados y pensionistas no tienen la culpa, pero 
llegamos a tener prácticamente una relación de 1.2 a 1, pues hay 715.000 pasivos y aproximadamente 800.000 activos, que son 
los que aportan. Como es por todos conocidos, y tal como lo dijo el señor Henaise, hay un déficit importante y estamos en una 


situación complicada que viene desde los Gobiernos anteriores, la tiene que abordar el actual y la van a tener que encarar también 
los futuros Gobiernos. 


Simplemente, quería resaltar que de, aprobarse este proyecto de ley, el Poder Ejecutivo tiene todas las potestades para regular la 
situación. Obviamente, nosotros tenemos el compromiso de discutirlo en la Comisión. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: no me voy a referir al proyecto de ley, sino al orden legal y constitucional actual. El artículo 67 
de la Constitución de la República dice que los aumentos de pasividades se harán en función de la variación, en el período entre 
dos ajustes, del Indice Medio de Salarios. Concretamente, dice que ese será el mínimo, el piso. 


El Indice Medio de Salarios tiene su forma de cálculo desde el año 1968 que es sobre los salarios líquidos y, en determinado 
momento, el Parlamento decidió pasar a calcularlo sobre los salarios nominales. Entonces, como bien explicaba el señor Henaise 
se reduce el Impuesto a las Retribuciones y Prestaciones y, el salario líquido sube más que el nominal. O sea, lo inverso a cuando 
había subido el Impuesto a las Retribuciones y Prestaciones. 


En el mes de julio cuando se otorgó el aumento de pasividades, el Poder Ejecutivo, por primera vez, hace uso de la facultad 
constitucional de dar un aumento por encima del Índice Medio de Salarios, pero no a todo el mundo. Se otorgó de la siguiente 
manera. Se dio el Indice Medio de Salarios, según lo marca la ley, a todas las pasividades por encima de los seis salarios mínimos - 
en este caso serían seis unidades de contribuciones y prestaciones-, se otorgó un punto más a las pasividades que percibían entre 
tres y seis salarios mínimos y dos puntos más a quienes ganaban entre cero y tres salarios. Esos dos puntos compensaban la 
diferencia del Indice Medio de Salarios por la baja del Impuesto a las Retribuciones y Prestaciones del mes de mayo. Y, en la 
medida en que las finanzas siguieran mejorando, había quedado para el mes de enero -como efectivamente mejoraron- poder 
hacer otro decreto para seguir poniendo las cosas en lo que en su momento entendimos era de justicia pero, como las cosas 
requieren ir de a pasos, se dio el primero que fue hasta seis salarios mínimos. Esto, tomándolo en número de personas a nivel de 
los jubilados, es más del 80 %. 


En el mes de diciembre, cuando estábamos analizando el aumento salarial de enero, naturalmente, hablé con quien me iba a 
suceder, el actual Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori, que me dijo que con los salarios públicos hiciera lo que 
quisiera y le planteé este tema y me dijo que no innovara que después él iba a ver. Así lo hice porque me pareció que no 
correspondía otra cosa y, en materia de salarios públicos mantuvimos el esquema de ajustes que veníamos teniendo que era un 
porcentaje mínimo, con un piso mínimo del salario nominal. Con esto los salarios de abajo subían porcentualmente más que los de 
arriba. Con esto quiero decir que el Poder Ejecutivo por decreto y progresivamente puede arreglar, cada vez que aumente los 
salarios del sector público, este desfasaje. El costo no es sobre todas las pasividades sino, sobre una parte de las pasividades 
porque, hay otra parte que, en algún caso, está casi completa. Obviamente, en el mes de agosto con la nueva baja del Impuesto a 
las Retribuciones y Prestaciones hay una diferencia pero, una parte no ha sido tocada. 


Básicamente esto es lo que quería expresar. 


SEÑOR LORIER.- Nosotros consideramos que es importante partir de la consideración de lo que ha caído el ingreso real de los 
jubilados en el anterior quinquenio que, según las cifras del Banco de Previsión Social, se sitúa en un 23%. Está demás decir la 
justicia que, por supuesto, tiene toda mejoría no sólo por ser justo en sí mismo, sino porque, en mi concepto, tiene un papel 
destacado en el crecimiento del mercado interior que debe ir acompasando los crecimientos que se dan en las actividades 
agroexportadoras. 


También es importante considerar que, en la medida en que los futuros aumentos salariales contemplen la inflación, el IPC y 
también los puntos de recuperación, es indudable que esto también va a afectar favorablemente en los futuros ajustes de los 
jubilados y pensionistas del Uruguay. A su vez, también es importante manejar el proyecto que está estudiándose -que por lo que 
he escuchado no es fácil de implementar pero se están haciendo todos los esfuerzos- en el sentido de contemplar más a las 
jubilaciones más sumergidas a los efectos de terminar con los aumentos porcentuales parejos e ir a franjas -por decirlo así- en este 
sentido. 


Con respecto a este proyecto de ley, adelanto que, sin duda, estamos a lo que podamos considerar en coordinación con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, partiendo de las restricciones que existen en cuanto a la parte económica, pero también en lo 
que hace a la justicia que observamos tiene esta reivindicación expresada en el texto que estamos analizando. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas al señor Henaise, pero me distraje y no entendí bien el concepto del artículo 2? sobre la 
retroactividad, por lo que quisiera que lo explicara nuevamente. 


SEÑOR HENAISE.- Acompañamos el proyecto de ley en cuestión porque representa un amparo a las distintas variaciones que se 
pueden hacer del cálculo del Indice Medio de Salarios. 


Nuestro problema no tiene que ver con un aumento -aprovecho la oportunidad para decir que no entra en ese 23%-, sino que es 
algo que se nos debe por un error, no del Poder Ejecutivo, sino del Parlamento. Por ese motivo acudimos a este ámbito y no a otra 
parte. Esta es nuestra Casa y, tal como pedíamos a papá cuando éramos chicos, "Dame la plata para el cine, porque no tengo", 
venimos a decir: "Yo trabajé, me deben". 


El tema es el siguiente. En el texto del artículo 2? se decía que esta nueva ley -o lo que se pretende que resulte de este proyecto- 
entrará en vigencia una vez que la promulgue el Poder Ejecutivo. Si se deja así, el texto no recoge la deuda, es decir, la variación 
de una ley a la otra en el período de transición, en una palabra, que hoy se nos pague ese 2,88%. Entonces, nosotros decimos que 
debe entrar en vigencia el 1? de enero de 2004, porque de ese modo se van acumulando todos los aumentos registrados por la 
variación del Índice Medio de Salarios. Sin embargo, nos encontramos con que al 31 de diciembre la variación fue de 2,88%. En el 
primer semestre ya tendríamos que haber cobrado el 2,11%, pero de esta cifra se pasó al 2,88% en el otro semestre. 


Lo que proponemos concretamente es que la entrada en vigencia se haga efectiva a partir de la promulgación del Poder Ejecutivo. 
¿Qué hacemos con esto? Dejamos de pagar julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre a 2,11%, y hacemos lo propio 


con enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio a 2,88%. Con ello se están ahorrando unos cuantos millones al Gobierno, pues le 
restamos esa retroactividad de unos U$S 25:000.000 ó U$S 30:000.000. Eso es lo que queremos. Es decir, con esta redacción se 
quita la obligación al Gobierno de pagar la retroactividad, porque vivimos en este país y conocemos los problemas que tienen todas 
las Administraciones, sean del color que fueran. Ello no nos interesa porque, reitero, vivimos en el país y siempre dependemos del 
Gobierno de turno. Por ese motivo recurrimos, en este caso, al Parlamento. Como la ley se aprobó en la Cámara de 
Representantes, entendimos que el Poder Ejecutivo no tenía nada que ver; de lo contrario, le exigiríamos a este último. Estamos 
afectados por una resolución interna del Parlamento y, entonces, venimos a pedir a los señores Senadores la enmienda de ese 
involuntario error más allá de que se quiso hacer justicia para que no nos perjudicaran más con el líquido en base a todos los 
descuentos que se nos hacía cuando se tomaba en cuenta el IRP. Lo que quiso hacer el legislador en ese momento fue que el 
cálculo se hiciera sobre el nominal. Quería hacer estricta justicia, pero nos hizo un daño sin quererlo. 


Tampoco es un problema del Ministro de Economía y Finanzas, sino que surge a raíz de una disposición incluida en la Constitución 
de la República. A propósito, me permito agregar que el artículo 67 es claro. 


La redacción del artículo 67 es nuestra y allí establecimos que el aumento mínimo sería el Indice Medio de Salarios. De esta 
manera, se deja la puerta abierta -como lo hizo el año pasado el Poder Ejecutivo- para dar un mayor incremento y mejorar las 
pasividades más deterioradas. Estas, se encuentran consagradas en los postulados del Plenario del año 1985 donde, en el primer 
renglón, se dice: "mejoramiento de las pasividades más deterioradas". 


En este momento, tanto la Federación como la Asociación de Jubilados y Pensionistas hemos hecho gestiones para que la 
jubilación mínima -no hablamos de monto, sino de igualdad- no sea inferior a una pensión a la vejez. Consideramos que la pensión 
a la vejez es totalmente justa porque así lo establece la Constitución de la República. Pero es injusto que un trabajador que aportó 
gane menos que una pensión a la vejez de aquel que nunca trabajó. Esta es la mejor relación que puede existir. Ahora bien; como 
esto no se puede implementar inmediatamente, lo que planteamos -tal como lo manifestó el señor Senador Alfie- es que la 
Constitución de la República habilita al Poder Ejecutivo, mediante un decreto, a ajustar las pasividades por encima del Indice Medio 
de Salarios. Esto es a los efectos de mejorar las pasividades chicas, no así las grandes. 


SEÑOR BRECCIA.- Antes que nada, quiero agradecerles la visita a esta Comisión y a ésta, su Casa, como bien lo señaló el señor 
Presidente de la Asociación de Jubilados y Pensionistas. 


Simplemente, quiero contribuir a la dilucidación de algunas de las interrogantes planteadas por el señor Presidente de la Comisión, 
el señor Senador Ríos, y que fueran contestadas por el señor Zanoniani. 


Desde mi punto de vista -y, obviamente, teniendo en cuenta todas las discusiones que en materia legal se pueden plantear-, la 
intención de ustedes es la de no someter al Poder Ejecutivo al pago retroactivo de esos aumentos. Ahora bien; creo que la 
redacción del artículo 2*, tal cual ustedes la plantean, no asegura eso, sino todo lo contrario. Digo esto, porque lo que aquí, en 
definitiva, se establece es que la ley tendrá vigencia a partir del 1% de enero del 2004. Independientemente de que ustedes 
establezcan que se hará efectiva a partir de su promulgación por el Poder Ejecutivo, lo que yo descuento es que, más allá de la 
voluntad que ustedes puedan tener, de aprobarse este texto legal se estaría otorgando el derecho, a los jubilados amparados por 
esta norma, a efectuar la reclamación del año correspondiente a la vigencia de la ley, previo a su promulgación. 


SEÑOR HENAISE.- La redacción es nuestra, y no ignoramos que hay juristas que saben más que nosotros porque por algo 
estudiaron. Nuestra idea es que no haya retroactividad; eso está grabado, escrito, lo hemos dicho y lo seguiremos sosteniendo. 
Nosotros no reclamamos retroactividad; nosotros vivimos de aquí para adelante. Así lo hicimos en la época de la dictadura cuando 
nos reunimos para modificar el Acto Institucional N* 13 y lo continuamos haciendo ahora. Esa es la forma en la que nosotros 
trabajamos. 


Es más; cuando en el año 1985, en lugar de darnos el 107,7% de aumento, nos dieron el 85%, interpusimos un recurso ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y de las cien personas que se presentaron lo ganamos solamente setenta, quedando 
cien mil colgadas. En esa oportunidad concurrimos al Parlamento, planteamos que todos teníamos derecho y logramos que esa 
diferencia de 22,5% saliera sin retroactividad. 


Quiero decir que nosotros damos la idea, pero será el Parlamento o quien corresponda el que, en última instancia, redacte la norma 
y tenga en cuenta todos estos aspectos. Reitero que de nuestra parte no habrá nadie que cambie su manera de pensar. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, queremos manifestar a la delegación que hoy tenemos el gusto de brindar nuestro total 
respaldo al proyecto de ley presentado por el señor Senador Lara Gilene. Creo que, seguramente, también será de recibo la 
modificación al artículo 2%, porque de esa forma, sí, se haría justicia plena y se le daría la vigencia que corresponde a la iniciativa. 
Esperamos que efectivamente se pueda aprobar con las mayorías de ambas Cámaras, habida cuenta de que imagino que el señor 
Ministro Astori respaldará la posición del Diputado Blassina. Además, no creo que el tema haya sido producto del fervor y del 
entusiasmo de la campaña electoral, aunque tanta alusión se ha hecho a ello en el día de hoy. Por lo que veo, esto se quiso llevar 
adelante en el mes de diciembre del año pasado, es decir, cuando ya había terminado la instancia electoral. Por ello, creo que 
tenemos las mayorías configuradas para aprobar el proyecto de ley y esperamos que así se concrete en el transcurso de los 
próximos días. 


SEÑOR LOCHIAVO.- Soy representante de la Asociación de Jubilados de ANCAP y solamente quisiera hacer una precisión. 
Quisiera que el poder político se sensibilizara sobre el estado de los jubilados. El jubilado se deteriora a todo nivel. Es evidente que 
los jubilados con retribuciones más bajas son los más necesitados, pero el jubilado en general, año a año, mes a mes, día a día, se 
deteriora en forma permanente. Aunque se dice que las comparaciones no valen -todos vamos a ser jubilados; por cierto, yo lo soy 
desde hace años, pero todos ustedes un día también lo serán-, debemos señalar que es difícil vivir como jubilado y tener los 
aumentos de los activos creyendo que el jubilado percibe igual que ellos. Reitero que no valen las comparaciones, pero los activos 
perciben por otras vías, por varias -en el caso de ANCAP les hablo nada más que de la productividad-, sumas que para los 
jubilados serían realmente importantes. Se nos podrá decir que el jubilado no tiene los gastos que debe enfrentar quien se 
encuentra en actividad, que se puede quedar en su casa tomando mate, etcétera, pero el deterioro de los jubilados en términos 
comparativos es tremendo, porque solamente percibe ese porcentaje que se iguala al aumento de los funcionarios públicos 
aunque, en la realidad y en la práctica, hay un abismo. 


SEÑOR HENAISE.- Si los señores Senadores me permiten, quisiera decir que estamos acompañados por gente de Salto, de 
Paysandú y de ANCAP, también por representantes de la Coordinadora de Afiliados a la Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno, para que conste en la versión taquigráfica, que nos dieran los nombres de todos los 
presentes. 


SEÑOR HENAISE.- Héctor Zanoniani es el Presidente de la Federación por Paysandú. 
SEÑOR COLLAZZO.- Soy José Luis Collazzo, representante de AJUPENSAL de Salto, que tiene 18.000 afiliados. 


SEÑOR HENAISE.- Esta Asociación es un ejemplo para el país, un orgullo, y sería bueno que los señores Senadores tuvieran 
oportunidad de visitarla. 


Asimismo, nos acompañan José María Quintana y Eduardo Fernández, de la Coordinadora de Afiliados a la Seguridad Social; Julio 
Visogno, Ramón Iglesias y José Lochiavo, representantes de la Asociación de Jubilados de ANCAP. 


Aclaro que nuestro Plenario va a realizar un pedido de audiencia al señor Ministro de Economía y Finanzas, para ver si podemos 
ayudar en el trabajo parlamentario por otro lado, y estamos evaluando la posibilidad de elevar una carta al señor Presidente de la 
República con nuestros planteos. Creemos procedente informar a la Comisión sobre estas actividades porque nos gusta actuar de 
manera abierta. Por supuesto, nuestra intención no es molestar, sino ayudar, de acuerdo con lo que hemos escuchado aquí y con 
las necesidades que se han mencionado en esta reunión y en la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho su presencia. 


(Se retiran de Sala los delegados del Plenario Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas) 


SEÑOR LARA GILENE- Quisiera informarme sobre la marcha de las gestiones ante el Banco de Previsión Social, a raíz del 
conflicto en la empresa Metzen y Sena, tema que fue tratado recientemente en Comisión. En ese momento, yo ejercía la 
Presidencia, pero como el señor Senador Ríos no se encontraba presente, no quise hacer mayor hincapié en esto. 


A su vez, agradecería que figurara en el orden del día lo relativo a la minuta de regulación del otorgamiento de las pensiones 
graciables, que ya se encuentra en la Comisión. 


Creemos que por determinadas razones debe haber un fondo permanente en el Presupuesto, para que no pase más lo que ocurrió 
ayer cuando se votó una pensión graciable que esperaba desde el año 2001. Se ha dado el caso -y he proporcionado algunos 
nombres- de ilustres personalidades de la vida de nuestro país que fallecieron antes de recibir una pensión graciable por parte del 
Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Entiendo que el señor Senador Lara está planteando que tengamos un sistema de estudio durante un 
período de tiempo, con independencia de su aprobación. 


SEÑOR ALFIE.- Si se me permite, creo que el señor Senador Lara está planteando una minuta de comunicación al Poder Ejecutivo 
para que incluya una partida presupuestal especial a estos efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. Pero, en definitiva, puede ser que el Senado y las Cámaras voten la pensión graciable cuando 
el beneficiario ya haya fallecido, más allá de que hubieran existido los fondos para otorgársela. 


Me parece que es bueno tener un tiempo para tratarlo, ya sea que se apruebe o no. Por lo menos, en esta Legislatura en Comisión 
podemos hacerlo por acuerdo. Estoy de acuerdo en que las pensiones graciables se resuelvan en un tiempo lo suficientemente 
extenso como para poderlas estudiar, pero que no queden en el olvido esperando una resolución. 


SEÑOR LARA GILENE.- No quiero entrar a la discusión del tema pero, puedo decir que en el despacho del actual señor Senador 
Alfie -y no fue por culpa suya- hay dos solicitudes de pensiones graciables y cuando se otorgaron, los beneficiarios habían fallecido. 
Estamos hablando de prestigiosas personalidades, señor Presidente. El tema es que la iniciativa puede venir de varios lugares; una 
vía puede ser por una minuta de comunicación que envía el Parlamento. En este punto quiero decir que muchas veces los 
interesados piensan que cuando se aprueba dicha minuta en el Parlamento, ya tienen la pensión pero, sin embargo ello no es así. 


Hay que recorrer un largo camino de más de dos años, porque el Poder Ejecutivo debe tener la iniciativa. Esto ya ha sido 
planteado. En lo personal hemos tenido no menos de cinco reuniones con el Ministerio de Educación y Cultura. Digo esto porque, 
en algunos casos, es dicha Cartera la que toma la iniciativa pero el que resuelve es el Ministerio de Economía y Finanzas. Lo que 
nosotros planteamos es la necesidad de que haya un mecanismo para agilitar el procedimiento, porque los beneficiarios la precisan 
en el momento. Es necesario que exista un fondo en el Presupuesto; no son más de diez o doce pensiones graciables al año. Creo 
que no pueden pasar tres años -o como el caso que tratamos en la última sesión, que habían transcurrido cuatro años- para que se 
conceda dicha pensión. 


A continuación, quisiera consultar lo siguiente. Cuando concurrieron los representantes de Metzen y Sena a la Comisión, ésta había 
quedado comprometida para hacer una gestión a los efectos de que fueran recibidos por el Banco de Previsión Social. Mi pregunta 
concreta es si este trámite se llevó a cabo. En realidad, esto era lo que quería consultar a la Mesa y que quedara registrado en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Había coordinado con el señor Gerente Barreto, quien quedó en llamarme, pero no he tenido ninguna otra 
comunicación con él. Lo que sí sé es que se solucionó, de momento, el problema energético. 


SEÑOR LARA GILENE- Simplemente, mi consulta es a título informativo porque sé que el señor Presidente se preocupó por el 
tema. Hace tres días estuve en la empresa y me comentaron que están esperando la entrevista con el Banco de Previsión Social. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 16 y 30 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


